ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 04 003 2016 00059 00
 ACCIONANTE: ANA TERESA JIMÉNEZ MOLINA
ACCIONADOS: MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y UAN
ASUNTO: CONCEDE UN DERECHO

TEMERIDAD EN SEDE DE TUTELA/ No existe duplicidad de objeto entre acciones de tutela, al presentarse nuevos hechos y pretensiones 

“Si bien es cierto la actora lo que busca es que la UAN le otorgue el diploma y el acta de grado como profesional de comercio internacional, también lo es que la señora Jiménez Molina solicitó de manera subsidiaria que le permitieran cursar las materias que aún le aparecen pendientes como son ética, cívica y constitución nacional, inglés V y gestión y monitoreo del proyecto.

Así mismo, se observa que con posterioridad a la decisión del 25 de junio de 2014 dentro acción de tutela radicada bajo el No.2014-00100, aparecen nuevos elementos como son las diferentes comunicaciones que la accionante sostuvo con la señora Claudia Patricia Heredia Díaz (…) en el período comprendido entre julio 7 de 2015 al 23 de octubre de 2015 (…) en el que se destaca que el 25 de septiembre de 2015 le fue informado (…) que `el consejo aprobó el reingreso (…)”
“(…) entre la primera acción y la segunda se evidencia una situación nueva y que fue uno de los sustentos de solicitud de la actora que justifica la petición de la presente acción. Por tal razón, la Sala no encuentra que en el asunto concreto se esté frente a una actuación temeraria por parte de la señora Ana Teresa Jiménez Molina (…)”
EXPECTATIVA LEGÍTIMA EN PROCESOS ACADÉMICOS/ Vulneración al derecho a la educación al no adelantar el trámite pertinente para el reingreso estudiantil previamente aprobado/ Presunción de veracidad
“De las de las pruebas relacionadas en el numeral anterior, no hubo pronunciamiento alguno por parte de la UAN con respecto a estos hechos nuevos y que datan del año 2015, más exactamente en el período comprendido entre junio y octubre (…) la Sala le da credibilidad a lo consignado en los correos mencionados con base en el principio de la buena fe que les asiste a los particulares en sus declaraciones, siendo tarea de la entidad demandada desvirtuar tales afirmaciones, lo que no aconteció en el caso en concreto. Por lo tanto, este Tribunal considera que la UAN generó una expectativa seria y fundada a la señora Jiménez Molina a partir de las actuaciones que, se reitera, se dieron en el año 2015 y que tienen que ver exclusivamente con la supuesta aprobación por parte del Consejo estudiantil para que la actora pudiera reingresar a la UAN a cursar nuevamente las asignaturas (…)”
“(…) en el presente asunto se ha configurado una vulneración al derecho a la educación de la accionante, debido a que si bien a la señora Jiménez Molina el Consejo estudiantil le permitió reingresar a la UAN para cursar las cuatro materias que tiene pendiente de matricular, la misma no ha podido diligenciar el procedimiento pertinente en la página web de la universidad.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-010 de 1998, T-169, T-214 y T-551 de 2011, T-142 de 2012 y T-192 y T-153 de 2013. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, primero (1º) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.271 
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la señora Ana Teresa Jiménez Molina contra el Ministerio de Educación Nacional y la Universidad Antonio Nariño, de ahora en adelante UAN.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Narró la actora que cursó y aprobó todas la materias del programa de comercio internacional en la UAN lo cual cumplió el 20 de noviembre de 2005, por lo que presentó su proyecto de grado el 7 de febrero de 2006 quedando pendiente su sustentación. Sin embargo, a la fecha no ha podido graduarse por problemas internos administrativos de la UAN, que dieron con la pérdida en dos ocasiones de sus notas de cuatro materias.

Indicó que en el año 2014 supo de una excompañera que también estudió comercio internacional, señora Marleny Valencia López  que tenía el mismo inconveniente suyo, pero que a raíz  de un fallo de tutela, la UAN la graduó.  Por lo tanto, la accionante presentó una demanda de amparo, la cual fue negada por no haber sido interpuesta a tiempo. Por lo tanto, la actora volvió a solicitar a la UAN que le permitieran matricular las materias de ética cívica y constitución nacional, inglés V y gestión y monitoreo del proyecto, recibiendo como respuesta que las debía validar en el año 2015; sin embargo cuando se presentó a la UAN seccional Pereira, allí le indicaron que ya no ofrecían el programa de comercio internacional, situación que la llevó a acudir como  último recurso al decano de la carrera en Bogotá , señor Carlos Julio Martínez quien trasladó su caso al manejo de la señora  Claudia Patricia Heredia.  Después de mucho llamar y escribir, le informaron el 5 de agosto de 2015 lo siguiente: "Como dejaste tanto tiempo de estudiar se puede aprobar pero con excepción, para esto 1. Se debe convocar al consejo de programa y por medio de acta se apruebe 2. Luego tu tramitas el reingreso por la página, se aprueba pero se debe cambiar de sede y de modalidad (En Pereira ya no tenemos esas materias, si la dejamos allí no nos aprobarían esa carga). Relacionar las materias con el plan 333. 3. Atender a la estudiante a distancia. Tu caso se expondrá en el próximo consejo de programa para poder seguir los otros pasos"

De acuerdo a lo anterior, la actora puso de presente que continuó escribiendo a la UAN y finalmente el 25 de septiembre de 2015 le contestaron que el Consejo había aprobado mi solicitud, y que en octubre de ese año podría solicitar su reingreso por la página web y así matricularse para estudiar en el primer semestre de 2016. Por tal razón, desde octubre de 2015 empezó a tramitar su reingreso, pero en la página salía un mensaje de rechazo.  De tal manera, que envió muchos  correos e hizo múltiples llamadas, que sólo fueron contestadas a finales de enero de  2016 cuando la doctora Heredia le informó telefónicamente que no era posible su reingreso por un problema en el sistema y que intentara para el próximo semestre 2016.  La peticionaria considera absurdo el argumento e indicó que “un sistema no debe ser el impedimento para no cumplir lo aceptado por el concejo” (sic).

Por lo tanto, la accionante considera que la falta del diploma que la acredite como profesional en comercio internacional vulnera sus derechos fundamentales a ascender laboralmente con el fin de tener mejores ingresos para sostener a sus dos hijos y a su madre, además, indica que se vulneran sus derechos fundamentales a la libre escogencia de profesión u oficio, derecho al reconocimiento del libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad de oportunidades, y al trabajo en condiciones de vida digna, más aun cuando a su excompañera pese a presentar los mismos inconvenientes, le otorgaron el título por orden de un juez de tutela.
2.2. La accionante expuso como pretensiones: i) tutelar los derechos fundamentales antes invocados para lo cual solicitó que sea el Ministerio de Educación como entidad superior el que se haga cargo de su caso y ii) ordenar a la Universidad Antonio Nariño le otorgue el título como Profesional de Comercio Internacional a la peticionaria, entregando el diploma y el acta de grado que así lo acrediten.  Subsidiariamente, En caso de no aceptar la segunda petición se ordene a UAN que  acepten su reingreso sin más trabas y demoras para cursar las materias que afirman debe: ética, cívica y constitución nacional, inglés V y gestión y monitoreo del proyecto y después de cursadas y aprobadas estas materias le conceda, sin más demoras ni tramites ni requisitos adicionales, el título como Profesional en Comercio Internacional.

2.3. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) certificado expedido por la UAN con fecha del 4 de julio de 2006, ii) recibo original de pago a la UAN, al parecer por derechos de grado, con fecha del 21 de marzo de 2006, iii) copia de recibo del proyecto de grado, iv) derecho de petición del 19 de marzo de 2013 dirigido a la UAN; iv) respuesta de la UAN del 30 de abril de 2014, v) correos electrónicos entre la accionante y personal del UAN entre el 7 de julio de 2015 al 23 de octubre de 2015, vi) escrito de demanda de tutela, vii) certificado de materias cursadas expedida por la UAN (folios 4-39)
2.4. Mediante auto del 14 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción y se ordenó correr traslado de la demanda a las entidades accionadas (folio 42).

3.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

Se refirió a la autonomía universitaria garantizada por el artículo 69 de la C.N. y lo dispuesto en la Sentencia C-1435 de 2000, así como lo indicado por la Corte Constitucional con respecto al reglamento estudiantil para concluir que las universidades son autónomas para diseñar e implantar sus planes de estudio, pero a su vez están obligadas a otorgar a sus educandos tanto los títulos correspondientes tras haber alcanzado cada uno de los requisitos académicos-administrativos propuestos en los reglamentos estudiantiles, así como las certificaciones o constancias cuando así lo requieran, pues la negativa a los certificados y/o los títulos que acreditan la terminación satisfactoria de un programa académico no solamente se traduce en la omisión de un deber de las instituciones de educación superior, sino que además se convierte en una vulneración al derecho de educación, e incluso podría constituirle en una limitante al ejercicio profesional y el derecho al trabajo, ya que puede obstaculizar el acceso a procesos formativos posteriores o a determinados empleos. 
No obstante, solo será procedente la certificación de culminación de asignatura titulación del programa académico en los casos en los que los  estudiantes efectivamente hayan cursado y aprobado el plan de estudios a ellos aplicable. De lo contrario, las instituciones de educación superior deberán abstenerse de hacerlo, cumplen las condiciones y requisitos académicos y administrativos, previstos respectivo plan de estudios y en el reglamento estudiantil de la universidad garantizar la calidad de educación e idoneidad de sus egresados.

Por lo anterior, solicitó que se desvincular del presente trámite a ese Ministerio ante la ausencia de vulneración de derechos vulnerados a la accionante.  (Fls. 52 y 53)
3.2. UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO -UAN

El Asesor Jurídico de la UNA indicó que los hechos expuestos por la accionante en su mayoría, buscan inducir en error al Despacho con el fin de evadir su responsabilidad y obligaciones académicas, con el agravante de que la misma ya había presentado una acción de tutela que versa sobre los mismos hechos y pretensiones.  Por lo tanto,  se opuso a todas y cada de las peticiones de la actora por cuanto no existe violación de los derechos invocados por la actora, en atención a que todas las determinaciones adoptadas por esta Institución Educativa se ajustan a lo dispuesto en los reglamentos internos de esa universidad, los cuales han sido expedidos en virtud de la autonomía universitaria prevista en la C.N. y en la ley.

Puso de presente que la accionante ingresó en el primer semestre del año 1997 a la UAN con el propósito de cursar estudios de pregrado en Comercio Internacional, obligándose con ello a cumplir y acatar las disposiciones contenidas en el Reglamento Estudiantil de esta Universidad. Según certificación expedida por la Directora de la Oficina de Registro y Control de Notas de esta Institución Educativa, se evidencia que la última actividad académica de la accionante en esta Institución fue en el año 2005, fecha en la cual, abandonó sus estudios; es decir, que han transcurrido más de once (11) años desde entonces, luego es evidente que su demanda no cumple con el requisito de la inmediatez. Tal como se le informó al Juez 5º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, en respuesta emitida por esta Institución dentro del trámite de la acción de tutela No. 2014-00100, a la señora Jiménez Molina le hace falta cursar y aprobar las asignaturas de inglés v, ética, cívica y constitución nacional y gestión y monitoreo del proyecto de comercio internacional.   Indicó que es importante dejar en claro que la UAN de Pereira, en la actualidad no oferta dicho plan de estudios, razón por la cual no es posible aceptarle el reingreso en dicha sede a la accionante, quien por su propia voluntad desistió en su oportunidad de cumplir con todos los requisitos exigidos en el Reglamento Estudiantil para optar por el título profesional que otorga esta institución.

Hizo referencia al reglamento estudiantil que señala los requisitos de grado, así como lo relacionado con la reserva de cupo y reingreso y adujo que en virtud de su responsabilidad social como Institución formadora de profesionales idóneos, la UAN ha venido actualizando sus procesos de formación, así como el contenido de sus programas académicos.  Por lo tanto,  el incumplimiento de requisitos académicos exigidos en el artículo 43 del Reglamento Estudiantil, fundamenta la negativa para el otorgamiento de la titulación de la accionante, siendo lo procedente que Ana Teresa Jiménez Molina, se esté a lo dispuesto en dicha norma y la respuesta emitida por esta Institución el día 30 de abril de 2014, mediante la cual se le explicó con claridad los motivos por los cuales no es posible otorgarle el título de profesional, así como lo dispuesto en el fallo de tutela de fecha 25 de junio de 2014 proferido por el Juzgado 5o Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, antes aludida.
Por lo tanto, en el caso concreto no resulta injustificado, ni arbitrario, ni mucho menos irracional, que una estudiante que abandonó sus estudios hace más de once años sin cursar todas y aprobar la totalidad de materias establecidas en su plan de estudio, no se le otorgue el título de profesional. Es decir, que no entiende por qué motivo la actora, después de once (11) años desde su última actividad académica, y por segunda vez utilice este mecanismo preferencial con el propósito de obtener beneficios personales, que de ser atendidos bajo la premisa de la excepción, atentarían contra los principios de seguridad y de legalidad que rigen cualquier relación inmersa dentro de un ordenamiento de carácter reglado, además de generar un caos entre la comunidad académica y generar un riesgo para la sociedad.

Propuso como excepciones a la demanda: i) actuación temeraria en el ejercicio de la acción de tutela y ii) incumplimiento del principio de inmediatez como requisito indispensable para la procedencia de la acción de tutela. Se refirió a la jurisprudencia constitucional que hace alusión al derecho fundamental de educación y lo atinente a la autonomía universitaria, sobre el alcance del reglamento estudiantil con el fin de reiterar que la UAN no vulneró derechos fundamentales a la accionante y por tal razón, solicitó que se niegue el amparo solicitado  y se compulsen copias a la jurisdicción penal para que se investigue la conducta temeraria en que incurrió la accionante al instaurar la presente demanda.   (Fls. 59-72)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) del estado académico de la accionante, ii) del  escrito de tutela presentada en el año 2014 ante el Juzgado 5º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, iii) del fallo emitido por Juzgado Quinto Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira dentro de la acción constitucional instaurada por la señora Jiménez Molina y iv) oficio No.469 del 12 de junio de 2014 por medio del cual el antes aludido notificó a la UAN la demanda de tutela bajo el radicado 2014-00100 junto con los anexos.  (Fls. 72-94)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo o si en el presente caso se configura temeridad frente al asunto puesto en conocimiento, tal como lo indicó el Asesor Judicial de la UAN.
4.3. Sea entonces pertinente hacer un examen previo sobre la configuración de temeridad.  Al respecto, el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 señala:

“Artículo 38. Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes…”.

4.3.1. De acuerdo a la norma anterior, la Corte Constitucional indicó que “con lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 2591 se pretende evitar que los ciudadanos hagan un uso abusivo del derecho con la presentación de dos o más acciones dirigidas a la protección de derechos fundamentales basados en la misma situación fáctica, que además lesiona gravemente la prestación del servicio de la administración de justicia y cercena el derecho fundamental de otros ciudadanos para acceder a ésta, amén  de verse afectado el principio de lealtad procesal frente a la contraparte y la seguridad jurídica.

En tal sentido ha dicho esta Corporación que una actuación temeraria es “aquella que desconoce el principio de la buena fe, en tanto la persona asume una actitud indebida para satisfacer intereses individuales a toda costa y que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin razón alguna se instaura nuevamente una acción de tutela”.[19]
En reiterada doctrina, la Corte ha sostenido que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse de forma concurrente los siguientes elementos:[20] i) identidad de partes, ii) identidad de causa petendi, iii) identidad de objeto y que se haya presentado nuevamente la tutela, iv) sin motivo expresamente justificado. Caso en el cual procede rechazar o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes. 
Empero este Tribunal Constitucional ha resaltado eventos en los que, pese a existir identidad de partes, identidad de pretensión e identidad de objeto, no se configura la actuación temeraria toda vez que la misma se funda 1) en las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos, 2) en el asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho, 3) en nuevos eventos que aparecen con posterioridad a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiere tomado como fundamento para decidir la tutela anterior que involucre la necesidad de protección de los derechos, y 4) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.[21]
Es más, este Tribunal ha dejado sentado en su doctrina que como el ejercicio de la acción de tutela es un derecho fundamental, las restricciones que se apliquen al mismo con el objeto de proteger el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, deben estar orientadas por la refrendación de que el accionante ha desplegado una conducta de mala fe,[22] o de tipo doloso[23] en la interposición de las acciones de tutela, de lo contrario no habrá lugar a imponer sanción alguna por temeridad.”  (Ver Sentencia T-169 de 2011)
4.3.3. Según lo acabado de subrayar, la Sala procede a establecer lo referente a la probable temeridad de la acción, que asevera el Asesor Jurídico de la UAN se configura en el caso sub examine: 
· Tanto la señora Ana Teresa Jiménez Molina como el apoderado de la UAN, aportaron copia del escrito de la demanda de tutela que la accionante presentó en el año 2014 y que fue admitida por el Juzgado 5º Penal Municipal con funciones de control de Garantías el 10 de junio de 2014
, en el que se advierte la actora manifestó su inconformidad  por lo resuelto por la UAN mediante escrito del 30 de abril de 2014 donde le informaron que tenía pendiente por matricular y aprobar las asignaturas inglés V, ética, cívica y constitución nacional y gestión y monitoreo del proyecto de comercio internacional, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales a la libre escogencia de profesión u oficio, al reconocimiento del libre desarrollo a la personalidad y a la igualdad de oportunidades en materia educativa y al trabajo en condiciones de vida digna
. 
·  Las pretensiones de la accionante fueron despachadas desfavorablemente por el Juzgado 5º Penal Municipal con Función de control de Garantías mediante sentencia del 25 de junio de 2014 por no cuanto consideró que la actora no cumplió con el requisito de inmediatez
.  
4.3.4. Con respecto a la segunda petición de tutela la Sala encuentra lo siguiente:
 - Identidad de partes:  

Accionante: señora Ana Teresa Jiménez Molina

Accionadas: Universidad Antonio Nariño y Ministerio de Educación

· Identidad de causa petendi:

Que se le otorgue el título correspondiente al programa de comercio internacional

· Identidad de objeto:

Si bien es cierto la actora lo que busca es que la UAN le otorgue el diploma y el acta de grado como profesional de comercio internacional, también lo es que la señora Jiménez Molina solicitó de manera subsidiaria que le permitieran cursar las materias que aún le aparecen pendientes como son ética, cívica y constitución nacional, inglés V y gestión y monitoreo del proyecto.
Así mismo, se observa que con posterioridad a la decisión del 25 de junio de 2014 dentro acción de tutela radicada bajo el No.2014-00100, aparecen nuevos elementos como son las diferentes comunicaciones que la accionante sostuvo con la señora Claudia Patricia Heredia Díaz a través de los correos electrónicos cheredia@uan.edu.co y direccioncuidadoalcliente@mediacommerce.net.co, en el período comprendido entre julio 7 de 2015 al 23 de octubre de 2015 (folios 13 al 30), en el que se destaca que el 25 de septiembre de 2015 le fue informado a la señora Jiménez Molina que “el consejo aprobó el reingreso, lo que debes hacer ahora es entrar a www.uan.edu.co, admisiones, ingresos y hacer el proceso, el sistema todavía está cerrado pero por fa (sic) ve verificando a partir de Octubre” (folio 17).
4.3.5.  De acuerdo a lo expuesto, entre la primera acción y la segunda se evidencia una situación nueva y que fue uno de los sustentos de solicitud de la actora que justifica la petición de la presente acción. Por tal razón, la Sala no encuentra que en el asunto concreto se esté frente a una actuación temeraria por parte de la señora Ana Teresa Jiménez Molina y por lo tanto, se pasará a determinar si las entidades demandadas vulneraron o no los derechos fundamentales reclamos por la accionante.
4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.6. En relación con la naturaleza del derecho a la educación, en la Sentencia T-551 de 2011, la Corte Constitucional, indicó lo siguiente:

“Antes que nada es importante hacer alusión al contenido del derecho fundamental a la educación en sus diferentes acepciones. En primer lugar, el derecho a la educación en su acepción común, se concreta, principalmente, en la posibilidad de acceder al servicio público de educación. En segundo lugar, se puede hablar de los derechos en la educación, como aquellas garantías que también pueden ser afectadas durante el ejercicio de éste al interior del sistema, como la libertad de cultos, de pensamiento, de expresión, el libre desarrollo de la personalidad, entre otros. Finalmente, también es un lugar común hablar del derecho a la educación como requisito para el disfrute pleno y efectivo de otros derechos como por ejemplo, el trabajo, el mínimo vital, la seguridad social, la igualdad y la dignidad humana.
 

A la luz del artículo 67 de la Constitución Política “La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura (…)” (Negrilla fuera de texto)

Haciendo énfasis en la acepción de que la educación es un derecho de la persona, esta Corporación ha explicado desde sus inicios que la educación goza del carácter de fundamental porque tiene el potencial de proporcionar el acceso a bienes inmateriales de gran valor y riqueza para el ser humano como el conocimiento y la cultura, los cuales le permiten al individuo desarrollarse y transformarse en lo más íntimo de su personalidad para llegar a ser fin de sí mismo
; en este orden de ideas, está dirigido a la realización de la dignidad humana. 

Sumado a lo anterior, y retomando una consideración de gran relevancia para el tema que se viene tratando, la sentencia T-002 del 8 de mayo de 1992 expone que a través de la educación también se realizan otros derechos fundamentales como la igualdad y el trabajo:

“La educación, además, realiza el valor y principio material de la igualdad que se encuentra consignado en el Preámbulo y en los artículos 5o. y 13 de la Constitución. Ello puesto que en la medida en que la persona tenga igualdad de posibilidades educativas, tendrá igualdad de oportunidades en la vida para efectos de su realización como persona (…)”
 

Ahora bien, acerca del carácter de la educación como servicio público que tiene una función social es importante advertir que “(…) como servicio público dos de sus rasgos característicos fundamentales son la continuidad en la prestación y el funcionamiento correcto y eficaz al decir del profesor uruguayo Julio A. Prat.
. De suerte que es un deber de los gobernantes asegurar su prestación ininterrumpida y ´cuando esas necesidades se corresponden con derechos fundamentales, el servicio público opera como técnica de realización de los mismos
.”

De otro lado, el inciso tercero del artículo 67 preceptúa que “El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica”. 

Al respecto, cabe decir que la fundamentalidad del derecho a la educación como todos los derechos consignados en la Carta suponen erogaciones económicas y no por ello dejan de tener tal carácter.
 Sin embargo, hay que diferenciar entre la fundamentalidad del derecho y la protección del mismo a través de la acción de tutela. Esto último, es el resultado de la ponderación que debe realizar el juez constitucional dentro de cada caso concreto para determinar si existe o no vulneración de uno o más derechos.
 

El inciso tercero del artículo 67 de la Carta Superior consagra un contenido mínimo de acceso y permanencia en el sistema educativo que el Estado debe asegurar a toda la población colombiana, y de conformidad con la Observación General número 13 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, integran el núcleo esencial del derecho a la educación, además de los dos componentes antes referidos, la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad al sistema educativo. En consonancia con los instrumentos internacionales sobre la materia, este ámbito de protección debe ir ampliándose progresivamente, de manera que a futuro existe la posibilidad de que dicha cobertura cubra el nivel de educación superior.
 Entre tanto, se reitera que la posible vulneración del derecho fundamental a la educación debe verificarse en el estudio de cada caso concreto.” (Subrayas y negrillas originales)
4.7. Sobre el principio de autonomía universitaria y el reglamento estudiantil, la Corte Constitucional reiteró en la Sentencia T-153 de 2013, lo siguiente:

“4.1.- El principio de autonomía universitaria es un atributo que les permite a las instituciones de educación superior autorregularse filosófica y de autodeterminarse administrativamente, es por ello que cada una de estas instituciones educativas tienen la potestad de expedir sus propias reglas internas (estatutos).  

4.2.- El artículo 69 de la Constitución Política y el artículo 28 de la Ley 30 de 1992 regulan este principio como la capacidad que tienen las entidades de educación superior para darse sus propias directivas y regirse por sus propios reglamentos. 

4.3.- Por otra parte, la Corte Constitucional ha determinado que el alcance de la autonomía universitaria se origina a partir de dos grandes vertientes: (i) desde la autorregulación filosófica y (ii) desde la autodeterminación administrativa; La primera de ellas se desarrolla dentro del marco de libertad de pensamiento y pluralismo ideológico previamente adoptado por la institución para transmitir el conocimiento, y la segunda desde un enfoque que se dirige a la organización interna del centro de educación superior.
 

El alcance y contenido de la autonomía universitaria se plasma a través de textos sublegales –reglamentos o estatutos-, de los cuales se desprenden un conjunto de reglas que van a gobernar todo el proceso educativo, tanto de los educandos como los demás actores que intervengan en el mismo. Frente al particular, la Corte en Sentencia T-465 de 2010 manifestó: “para el estudiante presupone cumplir con los deberes y obligaciones que en la mayoría de los casos o a nivel básico se encuentran contemplados en el reglamento estudiantil. Así, su inobservancia permite al estudiante o a las autoridades de determinada institución efectuar las reclamaciones o sanciones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido proceso, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley o del ordenamiento interno del ente educativo”.

Los estatutos y/o reglamentos, han sido estudiados por la jurisprudencia de la Corte, desde tres proyecciones:


 (i) “[C]omo derecho deber; es decir, que el estudiante puede conocer las opciones y alternativas que contribuyen a definir su futuro en la institución, mostrándole cuales son los derechos, prerrogativas y garantías que le asisten en el ambiente académico; y por otro, le indica las exigencias de la institución, lo que va de la mano con las obligaciones, deberes y responsabilidades reciprocas”. 

(ii) “[D]esde la óptica de la autonomía universitaria, que no es otra cosa que frente al conjunto de facultades y atribuciones de los establecimientos educativos y los límites a los que se encuentra sometido conforme a la Constitución y las leyes, por medio de los cuales puede definir los propósitos filosóficos, ideológicos, académicos, etcétera que espera cumplir en el ejercicio de la actividad académica como institución de educación superior”. 

(iii) “[D]esde el punto de vista del ordenamiento jurídico, el reglamento estudiantil es reconocido como consecuencia del ejercicio de la potestad regulatoria atribuida por la Constitución a los establecimientos educativos de educación superior (art. 69) y por las leyes que lo desarrollan. Por esta razón, hace parte de la estructura normativa del Estado, ya que desarrolla los contenidos de las normas superiores e integra el contrato de matrícula celebrado entre la universidad y el estudiante, siendo oponible a los miembros de la comunidad educativa”.
 

Sin embargo, el principio constitucional de la autonomía universitaria no es absoluto e ilimitado, pues se deben respetar las restricciones que surgen de la propia Constitución Política y de la ley
, tal como ocurre con todos los organismos públicos o privados dotados de dicha autonomía dentro de un Estado de Derecho
”  (negrillas originales, subrayas propias)
4.8. Del caso en concreto 

4.8.1. De acuerdo con las pruebas que obran en la foliatura y con lo narrado por la señora Ana Teresa Jiménez Molina, sus pretensiones están encaminadas a que por vía de tutela la UAN le otorgue el título como profesional de Comercio Internacional y le haga entrega tanto del diploma como del acta de grado que así lo acrediten, por cuanto asegura haber cursado las materias que ofrecía dicho programa, tal como consta en el certificado expedido la oficina de registro y control de la UAN (folios 38 y 39 ).
Sin embargo, la accionante ante la negativa de la UAN de no concederle el título que reclama, indicó que está dispuesta a cursar las asignaturas de inglés V, ética, cívica y constitución nacional, y gestión y monitoreo del proyecto de comercio internacional.

4.8.2. Ahora bien, según el precedente jurisprudencial al que se hizo alusión en el acápite anterior en cuanto a la facultad constitucional otorgada por la autonomía universitaria a las instituciones de educación superior como la UAN, en el sentido de dictarse su propio reglamento, la exigencia del mismo constituye una obligación de quienes conforman la comunidad educativa. Por lo tanto, en el caso de la señora Jiménez Molina, se advierte que con fundamento en los lineamientos reglamentarios superiores, la accionante conocía previamente las condiciones para su graduación, lo que significa que la UAN se ciñó a la normativa derivada del propio reglamento estudiantil que le señala en su artículo 43 los requisitos que debe llenar el aspirante a obtener el título que otorga dicha institución. Frente al cumplimiento de los estatutos que rigen la autonomía universitaria, en la Sentencia T-153 de 2013, se dijo:
“4.4.- En varias ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha manifestado, acerca del cumplimiento de los estatutos o reglamentos que rigen la autonomía universitaria de las instituciones de educación superior; entre ellas encontramos las siguientes:
(…) 

 
4.4.3- En sentencia T-164 de 2008, la Corte negó la tutela del derecho a la educación y a la igualdad de un estudiante que había cancelado la totalidad de la matrícula por fuera de los plazos establecidos por la institución educativa, aun cuando éste asistió a clases durante todo el semestre. La institución accionada no reconoció el segundo semestre que había cursado el estudiante, al considerar que la matrícula, no había sido formalizada conforme al reglamento estudiantil, pues se realizó de forma extemporánea y no existía ningún registro de notas en ese periodo ni de su asistencia a las clases de manera regular. En esta ocasión la Corte sostuvo que la negativa de las instituciones de matricular a los estudiantes que no han cumplido con los requisitos para formalizar su matrícula  o lo hicieron por fuera de los plazos establecidos no vulnera el derecho a la educación, a no ser que: (i) el alumno haya otorgado garantías de pago (documentos de crédito, pagarés, etc),[16] (ii) la institución educativa permita unas matrículas extemporáneas y niegue otras sin una razón objetiva de diferenciación[17] o (iii) la institución convalide expresamente el proceso de matrícula  a pesar de haber sido irregular.[18]
 
4.4.4- En sentencia T-465 de 2010, se analizó el caso de una estudiante que solicitó a la universidad Antonio Nariño de Bucaramanga, por medio de agente oficioso, el otorgamiento del grado por ventanilla o por secretaria, para hacer efectiva una beca para cursar un postgrado en la Universidad de Rovira I Virgili (Francia). Dicha solicitud fue negada por la Universidad, al considerar que la estudiante no cumplía con los requisitos académicos y de paz y salvo que exige el reglamento estudiantil. En esta oportunidad la Corte Constitucional tuteló los derechos de la accionante, al constatar que entidad accionada no había cumplido con el deber de otorgar el título profesional a la estudiante, a pesar de haber cumplido con todos los requisitos que consagraba el reglamento estudiantil.
4.5.- De todo lo anterior, se colige que tanto los estudiantes como las centros de educación superior deben respeto a los estatutos o reglamentos que rigen el proceso educativo, pues de lo contrario se vulneraría el derecho fundamental a la educación. Asimismo, las universidades tienen la potestad de sancionar académica, disciplinaria y administrativamente a los estudiantes, cuando quiera que éstos incumplen el contenido reglamentario, eso sí, respetando los derechos fundamentales de los estudiantes.  (Subrayas nuestras)
Por lo anterior, la actora debía acogerse a lo dispuesto en el manual estudiantil de la UAN y por lo tanto, el hecho de que la universidad hubiera  negado a la actora la entrega del diploma sin cumplir con los requisitos señalados en sus estatutos, no genera vulneración alguna a sus derechos fundamentales a la libre escogencia de profesión u oficio, derecho al reconocimiento del libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad de oportunidades, y al trabajo en condiciones de vida digna.

4.8.3. Pese a lo anterior, la Sala no puede dejar pasar por alto la existencia de varios mensajes de correo electrónico en los que se deduce que la señora Claudia Patricia Heredia Díaz desde el correo institucional cheredia@uan.edu.co le contestó a la accionante sus requerimientos con relación a su reingreso a la UAN para cursar las materias faltantes y de los que se desprende que al parecer el Consejo estudiantil aprobó su reingreso, tal como se observa en el mensaje del 25 de septiembre de 2015 y en el que igualmente le indican  a la actora que debe a partir del mes de “octubre” registrarse en la página www.uan.edu.co (folio 17).  En tal sentido, la señora Jiménez Molina el 14/10/2015 al ingresar a la página aludida no pudo realizar el procedimiento requerido (folio 16), situación que puso de presente a la señora Heredia Díaz, quien intentó colaborarle con dicho trámite (folio 15).  En el mensaje del 23 de octubre de 2015 la accionante fue informada que efectivamente no se había podido hacer el reingreso y la funcionaria quedó de averiguarle al respecto (folio 13). Sin que obre dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que la señora Heredia Díaz haya resuelto la inquietud de la accionante.
4.8.4. De las de las pruebas relacionadas en el numeral anterior, no hubo pronunciamiento alguno por parte de la UAN con respecto a estos hechos nuevos y que datan del año 2015, más exactamente en el período comprendido entre junio y octubre del año pasado. De tal manera, que la Sala le da credibilidad a lo consignado en los correos mencionados con base en el principio de la buena fe que les asiste a los particulares en sus declaraciones, siendo tarea de la entidad demandada desvirtuar tales afirmaciones, lo que no aconteció en el caso en concreto. Por lo tanto, este Tribunal considera que la UAN generó una expectativa seria y fundada a la señora Jiménez Molina a partir de las actuaciones que, se reitera, se dieron en el año 2015 y que tienen que ver exclusivamente con la supuesta aprobación por parte del Consejo estudiantil para que la actora pudiera reingresar a la UAN a cursar nuevamente las asignaturas  de inglés v, ética, cívica y constitución nacional, y gestión y monitoreo del proyecto de comercio internacional.  Con relación a los principios de la buena fe y la confianza legítima en materia de educación superior, la Corte Constitucional se refirió en la Sentencia T-068 de 2012
, de la siguiente manera:
“El principio de la buena fe se encuentra indudablemente ligado al objetivo fundamental de erradicar las actuaciones arbitrarias de parte de las autoridades públicas y de los particulares, pues lo que se busca es que las hechos de éstos se aparten de subjetividades e impulsos que generen arbitrariedad, y se ciñan a niveles aceptables de certeza y previsibilidad.
 
En este sentido, el principio de la buena fe ha sido entendido por la Corte como “una exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra dada, a la cual deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de los particulares entre sí y ante éstas, la cual se presume, y constituye un soporte esencial del sistema jurídico (…),  de tal suerte que las disposiciones normativas que regulen el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes legales, siempre deben ser entendidas en el sentido más congruente con el comportamiento leal, fiel y honesto que se deben los sujetos intervinientes en la misma (…). La buena fe incorpora el valor ético de la confianza y significa que el hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, en un caso concreto, sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente ha producido en casos análogos”[13].
 
También ha dicho esta Corporación que “el principio de la confianza legítima constituye una proyección de la buena fe que debe gobernar la relación entre las autoridades y los particulares y permite conciliar, en ocasiones, el interés general y los derechos de las personas. Esa confianza legítima se fundamenta en los principios de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución Política, en la seguridad jurídica estipulada en los artículos 1º y 4 del Ordenamiento Superior y en el respeto al acto propio y adquiere una identidad propia en virtud de las especiales reglas que se imponen en la relación entre administración y administrado”. [14]
 
Por tanto, le queda vedada a la Administración cambiar “situaciones jurídicas originadas en actuaciones precedentes que generan expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) en los ciudadanos, con base en la seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las autoridades públicas, en virtud del principio de buena fe y de la inadmisibilidad de conductas arbitrarias, que caracteriza al estado constitucional de derecho”[15].   La Corte ha revisado casos en los que se ha vulnerado el principio de buena fe y confianza legítima en materia de educación superior. En éstos, prima la particularidad de que una vez se genere la confianza legítima en los particulares, ésta no puede ser defraudada, so pena de vulnerar el principio de la buena fe que debe guiar las actuaciones de todas las personas. (Subrayas nuestras)
Por lo tanto, la Sala concluye que en el presente asunto se ha configurado una vulneración al derecho a la educación de la accionante, debido a que si bien a la señora Jiménez Molina el Consejo estudiantil le permitió reingresar a la UAN para cursar las cuatro materias que tiene pendiente de matricular, la misma no ha podido diligenciar el procedimiento pertinente en la página web de la universidad. En consecuencia, se garantizará dicha prerrogativa y se ordenará a la UAN que le indique el trámite dispuesto en la plataforma de la institución universitaria con en el fin de que quede en estado de reingresada para que matricule las materias de ética cívica y constitución nacional, inglés V, y gestión y monitoreo del proyecto  de Comercio Internacional, en los términos y condiciones en que fue aprobado por el Consejo estudiantil.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

Primero: TUTELAR el derecho fundamental de educación de la señora Ana Teresa Jiménez Molina.
Segundo: ORDENAR  al representante legal (o a quien haga sus veces) de la UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO que en el término de cinco (5) días contado partir de la notificación de la presente sentencia, le indique la señora Ana Teresa Jiménez Molina el trámite dispuesto en la plataforma de la institución universitaria con en el fin de que quede en estado de reingresada para que matricule las materias de ética cívica y constitución nacional, inglés V, y gestión y monitoreo del proyecto  de Comercio Internacional, en los términos y condiciones en que fue aprobado por el Consejo de la UAN, según se le indicó a la accionante en el correo del 25 de septiembre de 2015 (folio 17).
Tercero: DESVINCULAR  de la presente acción de tutela al Ministerio de Educación Nacional

Cuarto: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Ver folio 82, oficio de No.469 del 12 de junio de 2014 en el que se la informa al representante legal de la UAN que mediante auto del 10 de junio de 2014 el Juzgado 5º Penal Municipal de Garantías había vinculado a esa universidad dentro de la acción de tutela interpuesta por la ciudadana Ana Teresa Jiménez Molina


� Ver folios 34 al 36, escrito de demanda de tutela presentado en el año 2014 por la actora


� Ver folios 76 al 80, copia del fallo de tutela emitido el Juzgado 5º Penal Municipal con función de Control de Garantías, allegado por el Asesor Jurídico de la UAN


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� RODRÍGUEZ GARAVITO, César y UPRIMNY YEPES, Rodrigo “Constitución, Modelo Económico y Políticas Públicas” en Derechos Sociales: justicia, política y economía en América Latina, Colección Derecho y Sociedad. Pilar Arcidiácono, Nicolás Espejo Yaksi y César Rodríguez Garavito (Coordinadores), pág. 261, Siglo del Hombre Editores, Udp, CELS, 2010.


� Corte Constitucional, sentencia T-002 del 8 de mayo de 1992. M.P. Alejandro Martínez Caballero


� Ibídem


“� PRAT, Julio A. Los Servicios Públicos en VVAA  Derecho Administrativo en Latinoamérica, tomo II, Ediciones rosaristas, Bogotá, 1986, p.250.” 


“� CHINCHILLA MARÍN, Carmen. Op. Cit. p. 966”


� Corte Constitucional, sentencia T-331 del 3 de julio de 1998. M.P. Fabio Morón Díaz


� Corte Constitucional, sentencia T-016 del 22 de enero de 2007, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Corte Constitucional, sentencia T-002 del 8 de mayo de 1992. M.P. Alejandro Martínez Caballero


� Corte Constitucional, sentencia T-192 del 27 de febrero de 2008. M.P. Mauricio González Cuervo


� Corte Constitucional, Sentencias C-220 de 1997, T-310 de 1999, T-826 de 2003, C-1435 de 2000, entre otras.  


� Corte Constitucional, Sentencia T-933 de 2005 


� Corte Constitucional, Sentencia SU-667 de 1998.


� Ibidem.


� M.P.  JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB
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